
MAGISTRADA PONENTE: YOLANDA JAIMES GUERRERO

Exp. Nº 2001-0851
 
El Tribunal Superior Segundo de lo Contencioso Tributario de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, remitió a esta Sala, mediante oficio Nº 5.277 de fecha 3 de octubre de 2001, copias certificadas del expediente Nº 1198, contentivo de la demanda de estimación e intimación de honorarios profesionales incoada por el abogado LIONEL RODRÍGUEZ ÁLVAREZ inscrito en el Instituto de Previsión Social del Abogado bajo el Nº 12.481, contra la empresa mercantil COMERCIALIZADORA DE PETROQUÍMICOS Y QUÍMICOS C.A. (COPEQUIM), a los fines de resolver la incidencia de recusación planteada contra el Juez Temporal del mencionado tribunal, por parte de la abogada  Zoila M. Acosta, inscrita en el Instituto de Previsión Social del Abogado bajo el número 13.815, actuando en el carácter de apoderada judicial del intimante,  Lionel Rodríguez Alvarez, con fundamento en lo establecido en el ordinal 15 del artículo 82 del Código de Procedimiento Civil.
El 30 de octubre de 2001, se dio cuenta en Sala y mediante auto de esa misma fecha, se designó Ponente a la Magistrada YOLANDA JAIMES GUERRERO, a los fines de decidir lo conducente.
Realizado el estudio del expediente, pasa esta Sala a decidir, previas las siguientes consideraciones.

I
ANTECEDENTES
 
De las copias certificadas remitidas por el Juez Temporal del Tribunal Segundo de lo Contencioso Tributario de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, se desprenden los siguientes antecedentes: 
Que por ante el mencionado Juzgado cursa expediente con la numeración 1198, contentivo del recurso contencioso tributario interpuesto por la contribuyente COMERCIALIZADORA DE PETROQUÍMICOS Y QUÍMICOS C.A. (COPEQUIM), representada por los abogados Rodolfo Plaz Abreu, Leonardo Palacios Márquez y Lionel Rodríguez Álvarez, quienes actuaron con el carácter de apoderados judiciales, contra actos administrativos emanados de la Gerencia Regional de Tributos Internos de la Región Capital (SENIAT). 

Que el 4 de julio de 2001, el abogado Lionel Rodríguez Álvarez, procedió a estimar e intimar honorarios profesionales contra la empresa mercantil identificada supra,  de conformidad con los artículos 23 de la Ley de Abogados y 167 del Código de Procedimiento Civil. 
Que mediante escrito consignado el 19 de septiembre de 2001, los abogados José Tadeo Martínez C., Vinicio Ávila Rodríguez, Nayibe Chacón Gómez y María Yelitza Montilla Araujo,  inscritos en el Instituto de Previsión Social del Abogado bajo los números 78.180, 78,181, 78.236 y  79.334, respectivamente, actuando en su condición de representantes judiciales de la sociedad civil TORRES, PLAZ & ARAUJO, comparecen dentro del plazo establecido en el artículo 25 de la Ley de Abogados, en la incidencia de estimación e intimación de honorarios, con el objeto de coadyuvar en la defensa de los derechos e intereses de la intimada, solicitando que en virtud de la estrecha relación de servicios entre su representada y la intimada en el juicio principal, se acepte su participación en el proceso en calidad de terceros adhesivos, y de esta forma se le permita consignar una serie de pruebas documentales que acompañaron a dicha solicitud.
El 26 de septiembre de 2001, la parte intimante Lionel Rodríguez Alvarez representada por sus apoderados judiciales Alvaro Farias Esteves y Zoila M. Acosta, se opuso a la participación en el proceso de Torres, Plaz y Araujo, impugnó los documentos presentados por la representación judicial de la sociedad civil TORRES, PLAZ & ARAUJO, y desconoció los presuntos pagos que la intimada le realizara a la mencionada asociación.

Llegada la oportunidad para decidir lo referente a la solicitud de adhesión a la tercería el a quo mediante sentencia del 28 de septiembre de 2001 resolvió, una vez realizado el análisis de las pruebas promovidas por la representación de la sociedad civil TORRES, PLAZ & ARAUJO, admitir la solicitud de tercería adhesiva, con base a los siguientes razonamientos:

“... omissis... En el contexto de la disposición contenida en el artículo 379 del Código de Procedimiento Civil, la prueba fehaciente que debe acompañarse para demostrar el interés jurídico actual de intervenir como tercero, (...) visto cada uno de los instrumentos acompañados con el escrito petitorio de la intervención de tercería, este Órgano Jurisdiccional, hace el siguiente análisis:
...omissis...
(...) el documento poder otorgado por la empresa Comercializadora de Petroquímicos y Químicos C.A., (Copequim) a los abogados Rodolfo Plaz Abreu, Federico Araujo Medina, Leonardo Palacios Márquez, Lionel Rodríguez Álvarez, Alejandro Ramírez van Der Velde, Luis Ernesto Andueza Galeno. Elisa Sandia Zerpa y Jesús Escudero Estévez, (...).
...omisis...
El análisis del instrumento poder antes mencionado,  (...) lo aprecia el Tribunal como producto o consecuencia de las conversaciones sostenidas por dicha empresa con la sociedad civil Torres, Plaz y Araujo, tal como se evidencia de las comunicaciones  parcialmente transcritas.
A este respecto, el Tribunal observa:
a) a)        La Estimación e Intimación de Honorarios Profesionales, interpuesta por el abogado Lionel Rodríguez Álvarez, se origina de la actividad profesional que el referido abogado ha realizado en ejercicio de un poder que le fue otorgado conjuntamente con otros profesionales del derecho, entre los cuales se encuentran  los abogados Rodolfo Plaz Abreu y Federico Araujo Medina, quienes son directores de la sociedad civil solicitante de la tercería, según se desprende del documento constitutivo y estatutos  sociales y sus modificaciones, acompañado en copia certificada.
b) b)        Toda la actividad por la cual estima e intima honorarios profesionales el abogado Lionel Rodríguez Álvarez, está relacionada con el recurso contencioso tributario interpuesto contra (...) asuntos estos que, de acuerdo con las comunicaciones antes transcritas, le fueron confiada para su defensa a Torres, Plaz y Araujo, por parte de la empresa Pequiven, Petroquímica de Venezuela S.A.
En razón de esas dos observaciones, el Tribunal aprecia que el referido instrumento y las comunicaciones, éstas últimas parcialmente transcritas, constituyen prueba fehaciente que demuestra el interés jurídico actual de la sociedad Torres, Plaz y Araujo, para sostener las razones de Comercializadora de Petroquímicos y Químicos C.A. (Copequim), en el juicio y ayudarle a demostrar su posición como empresa intimada, ante el abogado Lionel Rodríquez Álvarez, quien estima e intima honorarios profesionales a dicha empresa, por actividades realizadas en ejercicio del poder conferido para atender “asuntos tributarios”, el cual fue otorgado por la empresa intimada, entre otros abogados, al intimante; y siendo que el recurso contencioso tributario interpuesto contra (...) así como las actividades cumplidas en el desarrollo del proceso contencioso tributario, en apreciación del Tribunal, quedan comprendidos dentro de esos “asuntos tributarios” en atención a los cuales la intimada otorgó el poder, además del intimante y a otros abogados, también a Rodolfo Plaz Abreu y a Federico Araujo Medina, miembros directores de la sociedad civil Torres, Plaz y Araujo; en consecuencia, el Tribunal lo admite, junto con las comunicaciones adminiculadas en el análisis, como prueba fehaciente del interés jurídico actual de la solicitante de la tercería, para intervenir en la causa de autos, como Tercera Adhesiva. Así se declara.”
 
Con relación a la impugnación de la representante judicial del intimante a las pruebas documentales  presentadas por la demandante de tercería, el Tribunal la declaró improcedente por no indicar el motivo de la impugnación. En cuanto al poder, señalado como prueba fehaciente, no fue impugnado por el opositor a la tercería.

 Seguidamente, el 1º de octubre de 2001, la abogada  Zoila M. Acosta M., anteriormente identificada, actuando en su condición de apoderada judicial del ciudadano Lionel Rodríguez Alvarez, consignó diligencia contentiva de la recusación del Juez Temporal Ricardo Caigua Jiménez, con base en lo previsto en el ordinal 15 del artículo 82 del Código de Procedimiento Civil, esto es, el prejuzgamiento sobre el asunto planteado en la demanda de Estimación e Intimación de honorarios profesionales.

Alega la representante judicial del intimante:

Que el ciudadano Juez ya decidió el fondo de lo que aquí se debate.

Que la sociedad civil Torres, Plaz y Araujo, por no ser abogado no puede defender a Comercializadora de Petroquímicos y Químicos C. A. (Copequim) ante un tribunal.

Que por ley, la sociedad civil Torres, Plaz y Araujo no puede cobrar honorarios.

El 3 de octubre de 2001, el ciudadano Ricardo Caigua Jiménez, en su carácter de Juez Temporal del Tribunal Superior Segundo de lo Contencioso Tributario, compareció ante la secretaría de dicho Juzgado y vista la recusación formulada en su contra por la representante judicial de Lionel Rodríguez Álvarez, presentó su informe de conformidad con lo establecido en el artículo 92 del Código de Procedimiento Civil, en los siguientes términos:

“Considero que con lo expresado no emití ningún pronunciamiento sobre si Lionel Rodríguez Álvarez tiene o no derecho a cobrar honorarios profesionales a la empresa Comercializadora de Petroquímicos y Químicos C. A.(Copequim), asunto que será decidido en el fase declarativa del juicio de Estimación e Intimación de Honorarios Profesionales que tiene incoado el mencionado profesional del derecho; tampoco si la sociedad civil Torres, Plaz y Araujo, puede o no cobrarlos y percibirlos; ni mucho menos si, en su condición de sociedad civil, puede asumir la defensa de Comercializadora de Petroquímicos y Químicos C.A. (Copequim), aspectos éstos que constituyen parte de los alegatos del intimante Lionel Rodríguez Álvarez, en su juicio de Estimación e Intimación de Honorarios.

Lo que apreció este juzgador fue que tales asuntos (los actos administrativos objeto del recurso contencioso tributario) le fueron confiados a la solicitante de la tercería y: como consecuencia de esa apreciación, estimé que la mencionada sociedad civil tiene un interés jurídico actual para intervenir como tercera adhesiva en una causa de estimación e intimación de honorarios profesionales, en la que una de las partes es la empresa que le confió esos asuntos”.
 

II
DE LA COMPETENCIA
 
En primer lugar, corresponde a esta Sala determinar su competencia para conocer de la presente causa, y a tal efecto observa:

Dispone el artículo 48 de la vigente Ley Orgánica del Poder Judicial, publicada en la Gaceta Oficial Nº 5.262 Extraordinario de fecha 11 de septiembre de 1998, que “Las inhibiciones o recusaciones de los jueces en los tribunales unipersonales serán decididas por el tribunal de alzada ...”.

Ahora bien, los Tribunales de lo Contencioso Tributario, competentes para sustanciar y decidir los recursos que en materia tributaria se preven en el Código Orgánico Tributario, tienen la jerarquía de tribunales superiores, sin embargo, funcionalmente actúan como tribunales de primera instancia y por ende les resulta aplicable la disposición transcrita del artículo 48 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

En virtud de que, el tribunal de alzada de lo contencioso tributario es la Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 329 del vigente Código Orgánico Tributario, publicado en la Gaceta Oficial Nº 37.305 de fecha 17 de octubre de 2001, en concordancia con el ordinal 18 del artículo 42 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, le corresponde a esta Sala la competencia para resolver la recusación formulada contra el ciudadano Ricardo Caigua Jiménez, en su condición de  Juez Temporal Superior Segundo de lo Contencioso Tributario. Así se declara.
 
III
CONSIDERACIONES PARA DECIDIR
 
Determinada su competencia y respecto a la procedencia de la recusación planteada, para decidir  la Sala observa, que la controversia se circunscribe a si el Juez recusado, al admitir la tercería adhesiva, emitió opinión sobre el fondo del asunto. 

El Juez de la causa, mediante sentencia dictada en fecha 28 de septiembre de 2001, admitió la tercería de la sociedad civil Torres, Plaz y Araujo en la incidencia de Estimación e Intimación de honorarios profesionales propuesta por el abogado Lionel Rodríguez Álvarez, contra la sociedad mercantil Comercializadora de Petroquímicos y Químicos C.A., por cuanto apreció, que el poder, que no fue impugnado por el opositor de la tercería,  otorgado por dicha empresa al intimante y a los abogados, entre otros,  Rodolfo Plaz Abreu y Federico Araujo Medina, quienes son miembros directores de la sociedad civil, tercera adhesiva, constituye prueba fehaciente de su interés jurídico actual para sostener las razones de dicha empresa y ayudarla a vencer en el juicio. 
Del análisis de la decisión de admisión de la tercería y del escrito de recusación, la Sala al  examinar las razones que llevaron al Juez a declarar admisible a Torres, Plaz y Araujo Sociedad Civil, como Tercero Adhesivo e improcedente la oposición a la tercería adhesiva, no encuentra  que dicho Juez se hubiera pronunciado sobre el fondo de lo debatido. Por el contrario, se limitó a considerar válidas y convincentes las pruebas promovidas, lo que ciertamente es un juicio de valor del interés jurídico actual que tiene la mencionada sociedad civil, para intervenir como tercera adhesiva en una causa de estimación e intimación de honorarios profesionales, en la que es intimada la empresa que le confió sus asuntos tributarios.
Siendo ello así, y visto que no se evidencia que el Juez recusado haya adelantado opinión o convicción sobre el mérito de la causa, esta Sala declara improcedente la recusación propuesta. Así se decide.
 
IV
DECISIÓN
 
En virtud de los razonamientos precedentemente expuestos, esta Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara:

1. 1.       COMPETENTE para conocer de la incidencia de recusación propuesta. 
2. 2.       SIN LUGAR la recusación planteada contra el ciudadano Ricardo Caigua Jiménez, Juez Temporal del Tribunal Superior Segundo de lo Contencioso Tributario de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, por parte de la abogada Zoila M. Acosta en representación del abogado LIONEL RODRÍGUEZ ÁLVAREZ. 
3. 3.       De conformidad con lo dispuesto en el artículo 98 del Código de Procedimiento Civil se impone a la parte recusante una multa de dos mil bolívares (Bs.2.000,oo), que deberá cancelar ante el Tribunal donde se interpuso la recusación de acuerdo con los trámites previstos en la indicada disposición legal.
Publíquese, regístrese y notifíquese. Remítase el expediente al Tribunal Superior Segundo de lo Contencioso Tributario de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas. 
Dada, firmada y sellada en el Salón de Despacho de la Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los ocho (08) días del mes de agosto de dos mil dos (2002). Años 192º de la Independencia y 143º de la Federación. 

         El Presidente,
 
LEVIS IGNACIO ZERPA 
El Vicepresidente,
 
HADEL MOSTAFÁ PAOLINI
YOLANDA JAIMES GUERRERO
           Magistrada Ponente
La Secretaria,
 
ANAÍS MEJÍA CALZADILLA
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En trece (13) de agosto del año dos mil dos, se publicó y registró la anterior sentencia bajo el Nº 01080.

